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                                                                                         Concepto 5271 


Bogotá, D.C., 12 de diciembre de 2011
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 304 de la Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” 
Demandante: NORMA VIANEY CAICEDO LOZANO.

Magistrado Ponente: MAURICIO GONZALEZ CUERVO.
Expediente D-8796.

Concepto 5271
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2°, y 278, numeral 5°, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1°, de la Carta, instauró la ciudadana  NORMA VIANEY CAICEDO LOZANO contra el artículo 304 de la Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, cuyo texto es el siguiente: 
LEY 1437 DE 2011
(enero 18)

Diario Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

    (…)

TÍTULO XI.

PLAN ESPECIAL DE DESCONGESTIÓN, RÉGIMEN DE TRANSICIÓN, VIGENCIA Y DEROGATORIAS.

ARTÍCULO 304. PLAN ESPECIAL DE DESCONGESTIÓN. Dentro del año siguiente contado a partir de la promulgación de la ley, el Consejo Superior de la Judicatura con la participación del Consejo de Estado, preparará y adoptará, entre otras medidas transitorias, un Plan Especial de Descongestión de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, cuyo objetivo es el de llevar hasta su terminación todos los procesos judiciales promovidos antes de la entrada en vigencia de la presente ley y que se encuentren acumulados en los juzgados y tribunales administrativos y en el Consejo de Estado. 

El Plan Especial de Descongestión funcionará bajo la metodología de Gerencia de Proyecto, adscrito a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, la cual contratará un gerente de proyecto de terna presentada por la Sala Plena del Consejo de Estado, corporación que tendrá en cuenta, especialmente, a profesionales con experiencia en diagnósticos sobre congestión judicial, conocimiento especializado sobre el funcionamiento la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y en dirección y ejecución de proyectos en grandes organizaciones. El gerente de proyecto será responsable de dirigir la ejecución del plan y coordinar las tareas operativas con el Consejo de Estado, los tribunales y juzgados de lo contencioso administrativo y las demás instancias administrativas o judiciales involucradas. 

El Plan Especial de Descongestión se ejecutará en el grupo de despachos judiciales seleccionados para el efecto, de acuerdo con los volúmenes de negocios a evacuar y funcionará en forma paralela a los despachos designados para asumir las nuevas competencias y procedimientos establecidos en esté Código. Estos despachos quedarán excluidos del reparto de acciones constitucionales. 

El Plan Especial de Descongestión tendrá dos fases que se desarrollarán con base en los siguientes parámetros: 

1. Fase de Diagnóstico. Será ejecutada por personal contratado para el efecto, diferente a los empleados de los despachos. En ella se realizarán al menos las siguientes tareas: 

a) Inventario real de los procesos acumulados en cada despacho. 

b) Clasificación técnica de los procesos que cursan en cada despacho, aplicando metodologías de clasificación por especialidad, afinidad temática, cuantías, estado del trámite procesal, entre otras. 

c) Inventario clasificado de los procesos que cursan en cada circuito, distrito y acumulado nacional. 

d) Costeo y elaboración del presupuesto especial para el Plan Especial de Descongestión. 

e) Análisis del mapa real de congestión y definición de las estrategias y medidas a tomar con base en los recursos humanos, financieros y de infraestructura física y tecnológica disponibles. 

f) Determinación de los despachos especiales que tendrán a su cargo el plan de descongestión, asignando la infraestructura física y tecnológica apropiada. 

2. Fase de Ejecución. En ella se realizarán al menos las siguientes labores: 

a) Capacitación de los funcionarios y empleados participantes. 

b) Entrega de los procesos clasificados a evacuar por cada despacho, y señalamiento de metas. 

c) Publicación y divulgación del plan a la comunidad en general y a todos los estamentos interesados. 

d) Coordinación, seguimiento y control a la ejecución del plan. 

La ejecución del Plan Especial de Descongestión no podrá sobrepasar el término de cuatro (4) años contados a partir de su adopción por parte del Consejo de Estado y el Consejo Superior de la Judicatura. 

1. Planteamientos de la demanda.
La demandante considera que el artículo acusado vulnera lo dispuesto en el artículo 256.5 Superior. Aduce que el legislador, al establecer el Plan especial de descongestión bajo la metodología de una gerencia de proyecto adscrita al Consejo Superior de la Judicatura, con la participación del Consejo de Estado, usurpa competencias constitucionales.

2. Aclaración previa.
Entre otras, en las Sentencias C-645 de 2000, C-831 de 2002 y C-1154 de 2005, la Corte señala y precisa los requisitos previstos en el artículo 2º del Decreto 2067 de 1991, para la admisibilidad de las demandas de inconstitucionalidad. En particular, al referirse al concepto de la violación, la Corte advierte que la demanda debe contener razones ciertas, claras, específicas, pertinentes y suficientes, para señalar la vulneración de las normas superiores. Si esto no se cumple, la demanda carece de unos presupuestos materiales mínimos, que la hacen inepta. 

Como se expone con prolijidad en el Auto de Sala Plena A-032 de 2005, existe certeza cuando la demanda recae sobre una proposición jurídica real y existente en el ordenamiento jurídico, y no sobre un contenido normativo deducido por el actor, es decir, derivado exclusivamente de su criterio subjetivo, ni contenido en disposiciones sobre las cuales no recae la acción. La claridad alude a la existencia de un hilo conductor en la argumentación que permita al lector comprender qué se demanda y cuáles son las razones en que se apoya la petición de inconstitucionalidad. El concepto de violación es específico si plantea un cuestionamiento constitucional concreto contra la norma demandada, que permita la confrontación racional y directa entre ella y el texto constitucional presuntamente vulnerado. Por ello, es inadmisible decidir sobre la constitucionalidad de una disposición legal con base en argumentos ambiguos, amplios, indirectos, gaseosos y globales que no guardan conexidad concreta y directa con la norma legal acusada. Los cargos también deben ser pertinentes, valga decir, de naturaleza constitucional, no legal, doctrinaria ni basados en supuestas aplicaciones de la ley. Y por último, es preciso que el actor formule un razonamiento jurídico completo que haga dudar de la constitucionalidad de la norma impugnada, es decir, que la fundamentación del cargo sea suficiente para provocar un pronunciamiento de la Corte.

La existencia de un plan especial de descongestión de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, dispuesto por el ley y aplicado por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y por el Consejo de Estado, con arreglo a unas pautas metodológicas a cumplirse fases diferenciadas, no implica per se, como lo afirma la demandante, usurpar competencias constitucionales, de manera tal que se vulnera el artículo 256.5 Superior. Y menos puede implicarlo, cuando la supuesta usurpación, que se predica del legislador, se asigna a renglón seguido al Consejo de Estado. En el discurso desprolijo de la demanda hay por lo menos dos graves errores: uno, confundir un plan especial de descongestión, que es la materia de la cual se ocupa la ley, con la competencia constitucional para elaborar el presupuesto de la rama judicial y, dos, omitir que el artículo 256 Superior señala que los Consejos Seccionales de la Judicatura o el Consejo Superior de la Judicatura, ejercerán sus atribuciones según el caso y de acuerdo a la ley. En vista de las anteriores circunstancias, el Ministerio Público considera que la demanda no satisface los presupuestos mínimos previstos en la ley y decantados por la jurisprudencia, para generar un pronunciamiento de fondo. 
3. Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre la constitucionalidad del artículo 304 de la Ley 1437 de 2011, por ineptitud sustantiva de la demanda. 

Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

LJMO/Nroa
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